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Presentación 



La tarea de presentar un libro nunca es fácil. Por un lado se corre el riesgo de destacar algo que no es demasiado importante, dejando pasar por alto algún aspecto en el que su autor ha puesto particular esfuerzo, que es especialmente valioso, u omitir lo que el presentador cree evidente. Pero esta tarea es más difícil cuando el autor del libro es amigo, pues al temor de defraudarle se une el de poder ser injustamente elogioso e inducir a error a los lectores.

Sin embargo en este caso ello no es así y no lo es por la personalidad de su autor, Esteban CORRAL GARCÍA. Quizás la mejor presentación sea simplemente decir que él es el autor, lo que ya refleja la portada del libro.

Esteban es un gran amigo, pero no sólo del firmante, sino de toda la gran familia de El Consultor. Desde sus tiempos de Secretario en Cuéllar, en los años 70, llega a El Consultor de la mano de su Director, Manuel ABELLA POBLET. Durante estos más de 30 años, largos han sido los servicios prestados a El Consultor y a la Administración Local. Autor infatigable, a su afición por la historia, materia en la que podría haber obtenido una Cátedra universitaria de no haber derivado hacia las labores de Secretario municipal, ha contestado miles y miles de consultas, colaborado con cientos de artículos y participado en numerosos libros, amén de los cientos de conferencias impartidas por toda España. Y si algo ha distinguido siempre al autor, y es rasgo común a todas esas colaboraciones, ha sido su tesón por ocuparse de lo práctico, de dar soluciones a los problemas cotidianos de los Ayuntamientos.

Entre sus temas más habituales destaca el Urbanismo en general, pero a la Expropiación le ha dedicado especial atención. Habiéndose agotado hace mucho la anterior edición, del año 2000, parecía imprescindible rescatar la obra que tanta aceptación tuvo y ponerla al día, adecuándola a las novedades legislativas y jurisprudenciales. Y teniendo el autor la experiencia de haberse ocupado de los aspectos expropiatorios en numerosas de las ediciones que sobre Derecho Urbanístico de las Comunidades Autónomas hemos hecho, era oportuno que ese estudio lo extendiera a todos los ordenamientos autonómicos. Por todo ello esta presentación es fácil: el lector tiene en sus manos un nuevo libro de Esteban CORRAL, sobre Expropiación Municipal, con especial referencia a la expropiación en las Leyes Urbanísticas de las Comunidades Autónomas. O mucho me equivoco, o será un gran éxito editorial.

Fernando CASTRO ABELLA

Director de Publicaciones de El Consultor

Diciembre 2008






Prólogo a la primera edición 



Este libro, que tiene por objeto una de las instituciones clásicas del Derecho público, con especial atención a nuestro régimen local y urbanístico, es el resultado de las reflexiones que su autor le ha dedicado, ofreciéndonos una exposición clara y precisa de las principales cuestiones que su aplicación plantea. No en vano Esteban CORRAL GARCÍA, acreditado estudioso de nuestra Administración local y vocacional testigo de la vida municipal que a ella subyace, cuenta con una dilatada experiencia a su servicio como miembro de uno de los más prestigiosos Cuerpos de nuestra Administración Pública. Su labor, tanto más eficaz cuanto reservada y servicial, se ha plasmado no obstante en numerosos estudios jurídicos e históricos sobre los más variados temas de la vida municipal. De su gran pasión por la historia -no tanto de la «gran» historia cuanto la «pequeña», y por lo mismo menos conocida- son buena muestra sus estudios sobre los municipios castellanos a los que no se ha limitado a servir: ha tratado de conocerlos desde sus raíces para así mejor entenderlos, desde el legado de sus instituciones, y no sólo de la realidad del momento.

En la etapa de su vida que a la editorial El Consultor ha dedicado, en el cénit ya de su carrera, lucen sus siempre certeros análisis sobre las variadas materias de la vida local y de su régimen (urbanismo, bienes, organización...), tanto en las páginas de la más que centenaria Revista como en las demás publicaciones de El Consultor. Quienes en ella colaboramos y conocemos a nuestro autor, bien sabemos de su talante personal, aún más elevado que su valía. Pues bien, en la presente obra, Esteban CORRAL nos ofrece un estudio completo de esta vieja institución que es la expropiación forzosa, una de esas instituciones que, desde la lógica que la fundamenta, proviene del corpus de privilegios del antiguo régimen, que el régimen constitucional -y por ende, el régimen administrativo- hereda, si bien que limitado ahora por la legalidad y las garantías propias y características del Estado de Derecho. Bien que nos lo recuerda Esteban CORRAL cuando, como una muestra más de su preocupación e interés por los antecedentes, se refiere a las Partidas del Rey Sabio, que ya exigían indemnizar («dar antes buen cambio») en el caso de que fuera menester alguna cosa beneficiosa para el interés común («en provecho del común del Reino»). En términos de poder, pues, e incluso de garantía (económica), nihil novum sub sole...

La bibliografía sobre la institución de que se trata, y en particular sobre la normativa legal que, datada en 1954, la regula, es ciertamente abundante en nuestra doctrina iusadministrativista, desde los ya clásicos Principios de la nueva Ley de Expropiación Forzosa, de GARCÍA DE ENTERRÍA. A ello se une no sólo la doctrina posterior, así como la jurisprudencia, que Esteban CORRAL cita oportunamente, si bien que desde la perspectiva determinante de su análisis, que aquí constituye su relación con el ordenamiento urbanístico (que no deja de suscitar cuestiones y dudas en el contexto de la LEF de 1954, que él resalta) y con el régimen local, al que asimismo como municipalista dedica especial atención. El título del libro es ya bien explícito de su contenido, con especial referencia -en el subtítulo- a los supuestos expropiatorios de la legislación urbanística de las Autonomías, sin perjuicio de los procedimientos y de las garantías de los afectados -expropiados, beneficiarios-, que definen y delimitan las posibilidades mismas de aplicación del instituto en esta materia.

Múltiples cuestiones suscita la lectura de las páginas que siguen. No es ni el momento ni el lugar de detenerse en ellas. Mi apreciación coincide por lo general con la del autor, pues no sin utilidad -creo que recíproca- hemos conversado sobre algunas que hemos considerado básicas. Destaco dos, que me parecen de especial interés, aunque, como otras, controvertidas. Una es la que se refiere a la aplicación, en materia de urbanismo, del procedimiento de «tasación conjunta». Parece haber coincidencia doctrinal en considerar que, para fijar el justiprecio, la Administración expropiante puede utilizar este tipo procedimental, tradicional y propio del ámbito urbanístico, en lugar del de expropiación individualizada, en cualquier tipo de expropiaciones, desde la Ley 6/1998, de 13 de abril, que parece generalizarlo (en su art. 36). Opinión que, me parece, habría de condicionar y someter, dados los efectos legales que la tasación conjunta comporta (ocupación urgente, sobre todo), a los fines y funciones a que la expropiación se ordene: por lo pronto, la nueva Ley se refiere a la que tiene lugar por «razón de urbanismo» y, dado que la definición de los supuestos expropiatorios en esta materia constituye hoy competencia autonómica exclusiva (de aquí que, en su art. 34, dicha Ley remita a la legislación urbanística), la cuestión que se plantea es la de si no habría que distinguir, hoy por hoy (una vez declarado inconstitucional el art. 206 de la LS/1992 por la Sentencia Constitucional 61/1997), las Comunidades Autónomas que cuentan con una legislación urbanística propia, a la que habrá de estarse por lo tanto y que esta obra detalla (en su capítulo II), de aquellas otras en las que, por no haberse ejercitado su potestad legislativa en la materia, se aplica como Derecho supletorio la LS/1976, con la consecuencia de poderse optar por el procedimiento de tasación conjunta en el supuesto de aplicar la expropiación como sistema de actuación, pero no en otro caso, pues (por el juego combinado de los arts. 134 y 144 de esta Ley) parece excluir los supuestos de expropiaciones aisladas de la tasación conjunta.

La otra cuestión se refiere al régimen de valoraciones. La nueva normativa que la Ley estatal 6/1998 establece -en su título III- apela al valor real de mercado para sentar la metodología que establece, pero no obstante suscita el problema de si tras ella sobrevive el tradicional criterio estimativo del art. 43 de la LEF, aplicable de modo subsidiario para el caso de acreditarse la insuficiencia, en términos de valor justo, del que se obtenga por aplicación de los criterios y metodología de la nueva Ley, como antes de aquélla. Ésta deroga de forma genérica cuantos preceptos legales se opongan o sean incompatibles con lo que establece, pero ¿hay, en rigor, oposición o incompatibilidad que permita concluir en la inaplicabilidad de aquel precepto de la Ley de Expropiación Forzosa, siendo así que, en el fondo, y lo mismo que aquélla, apela al valor real de los bienes y derechos expropiables? Cuestión que el autor de esta obra se plantea en términos de equidad y a la que da una respuesta positiva, siendo así que la propia Ley 6/1998 toma como criterio general el del valor real de mercado (que no significa lo mismo, dicho sea de paso, que valor de especulación). En el capítulo IV de este libro se examinan los métodos y sistemas de valoración que la nueva Ley regula y considera CORRAL que para el caso de que con su aplicación no se logre el fin perseguido, será de aplicación el art. 43 de la LEF, en la medida en que aquéllos -dice- no cumplan su finalidad. Opinión que, aunque pueda ser discutible, personalmente comparto.

Hay que concluir con un reconocimiento, en fin, a la tarea de síntesis y de ordenación sistemática que Esteban CORRAL ha realizado, con puntuales referencias a la más calificada doctrina y jurisprudencia en la materia, y con el mérito añadido que supone plantear cuestiones y asimismo apuntar soluciones, que la preparación técnica y la experiencia profesional de nuestro autor ha permitido lograr cumplidamente en esta obra que el lector tiene en sus manos.

José Antonio LÓPEZ PELLICER






Abreviaturas 





	AT
	Audiencia Territorial



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	BOP
	Boletín Oficial Provincial



	CA (o CC.AA.)
	Comunidad o Comunidades Autónomas



	CC
	Código Civil



	CC.LL.
	Corporaciones Locales



	CE
	Constitución Española de 27 de diciembre de 1978



	CPU
	Comisión Provincial de Urbanismo



	D
	Decreto



	DGRN
	Dirección General de Registros y del Notariado



	D-I
	Decreto-ley



	EC
	El Consultor. La referencia EC 1040/89 significa la página 1040 del Anuario de 1989



	IEAL
	Instituto de Estudios de Administración Local



	INAP
	Instituto Nacional de Administración Pública



	LAR
	Ley de Arrendamientos Rústicos



	LAU
	Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos



	LCSP
	Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público



	LEF
	Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa



	LF
	Ley Foral



	LGP
	Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria



	LH
	Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946



	LJCA
	Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa



	LM
	Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes



	LMPTSU
	Ley 9/1995, de 20 de marzo, por la que se regulan las medidas de política territorial, suelo y urbanismo de la Comunidad de Madrid



	LOE
	Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación



	LOTRUS
	Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación del Territorio y Régimen Urbanístico de Cantabria



	LOUA
	Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía



	LOUGA
	Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural



	LPAP
	Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas



	LRBRL
	Ley 7/1985, de 2 de abril (EC 404/85), Reguladora de las Bases de Régimen Local



	LRJPA
	Ley 30/1992, de 26 de noviembre (EC 380/93), de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	LRL
	Ley de 24 de junio de 1955, de Régimen Local



	LRSV
	Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones



	LS 76
	Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana



	LS 2007
	Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo



	LS 2008
	Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo



	LSM
	Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid



	LSOTEX
	Ley 15/2001, de 14 de diciembre, de Suelo y Ordenación del Territorio de Extremadura



	LUA
	Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón



	LUCYL
	Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León



	LUV
	Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística de Valencia



	PMS
	Patrimonio Municipal del Suelo



	PGOU
	Plan General de Ordenación Urbana



	RB
	Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio (EC 1255/86)



	RDU
	Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística



	REF
	Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de Expropiación Forzosa (EC 679/57)



	RGU
	Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión Urbanística



	ROF
	Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre (EC 258/87)



	ROGTU
	Decreto 67/2007, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística



	ROM
	Reglamento de 14 de julio de 1924, de Obras, Servicios y Bienes Municipales.



	RP
	Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio (EC 1269/86)



	RPU
	Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento Urbanístico



	RS
	Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo



	STSJ
	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia



	TRLCAP
	Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (EC 2287/00)



	TRLOTAU
	Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística



	TRLRHL
	Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (EC 1106/2004)



	TRLS
	Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio (EC 1830/92)



	TRRL
	Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril (EC 535/86), por el que se aprueba el Texto Refundido de Régimen Local



	TS
	Tribunal Supremo



	TSJ
	Tribunal Superior de Justicia



	VPO
	Viviendas de Protección Oficial









Antecedentes y legislación aplicable 



Nunca las grandes obras públicas han dejado de realizarse en ningún momento, cualquiera que fuera el régimen político imperante, por la obstrucción impuesta por los propietarios de los terrenos afectados. Afirmar lo contrario es ignorar la realidad social. Los textos legales de todas las épocas han contenido disposiciones que implicaban verdaderas expropiaciones. Otra cosa es que contuvieran un procedimiento y garantías adecuados para los administrados.

No es nuestro objeto detenernos en exceso sobre los antecedentes históricos de la institución. No obstante, sí es oportuno dejar constancia del inicio de sus principios para destacar la realidad de la afirmación de Oliver WENDEL, Juez que fue de la Corte Suprema de los EE.UU., «para saber lo que es el derecho, bueno es conocer y lo que ha sido y lo que tiende a ser. Es necesario conocer su historia y las doctrinas imperantes». Ninguna institución surge ex novo y desde luego tampoco la expropiación forzosa. En su origen histórico hay que remitirse nada menos que a Las Partidas. El Título I de la Partida 2.ª Ley 22 contiene los principios básicos de la institución cuando afirma que nadie puede ser privado de su propiedad y «[...] Si por ventura se lo hubiese de tomar, por causa o razón de que el Emperador tuviese menester de hacer alguna cosa en él, que fuera beneficiosa para el bien común, sea obligado por derecho a dar a cambio cosa que valga tanto o más, de modo que resulte bien pagado a la buena vista de los hombres buenos». En el párrafo transcrito se contienen los principios básicos de la institución.

El precepto citado contiene los principios fundamentales de todo el sistema expropiatorio: 1.º) se ampara la propiedad privada; 2.º) se exige una causa que legitime la privación; 3.º) es preciso determinar qué bienes son necesarios; 4.º) se impone el principio del previo pago; 5.º) se valoran los bienes por personas ajenas, y 6.º) se contiene el principio de equivalencia de valores o del valor de sustitución.

Al texto de Las Partidas ha de añadirse otro también fundamental contenido en la Ley 31, Título 1.º, Partida 3.ª, que establece: «[...] Si el Rey tuviese menester de hacer de ellas o en ellas algún trabajo o alguna cosa que redundase o fuese en provecho del procomún del Reino o se tratase de heredad en que fuera preciso hacer Castillo, Torre o Puente [...] que redundase en pro de la protección de todos o de algún lugar especialmente. Esto deben hacerlo de dos formas: primeramente dándole a cambio por ella o comprándola según lo que valiera». Aparecen aquí dos formas de adquisición del bien necesario: la expropiación propiamente dicha y la compraventa amistosa.

Son innumerables los textos locales, especialmente ordenanzas, en las que se imponen a los vecinos obligaciones de cesión, venta, etc., de solares precisos o bien para acondicionar o armonizar las alineaciones de los viales en unos casos gratuitamente y en otros previo pago.

Concretándonos a la Era Constitucional debe quedar constancia de que las Cortes del Reino de 1834 proclaman la inviolabilidad del derecho de propiedad y consideran que debe mantenerse en tanto no cese la razón social que la garantiza, por lo que juzgaron que debía obligarse a la cesión y enajenación para obras de interés público si concurrían los siguientes requisitos: 1.º) declaración solemne de utilidad pública de la obra ya sea ejecutada por el Estado, Provincia o Municipio, por Ley; 2.º) declaración de la necesidad de toda o parte de la finca para ejecutarla; 3.º) justiprecio de lo que haya de cederse, primero por un perito de la parte, de no existir acuerdo por un tercer perito y finalmente por el Juez, tasándose el valor de la finca y la de los daños y perjuicios, y 4.º) pago de ambos conceptos a los que habría que añadir el 3% como reparación antes del desahucio.

La primera Ley especial que reguló sistemáticamente la institución fue la Ley de 17 de julio de 1836, cuyo título es ciertamente sugerente: «Ley sobre enajenación forzosa de la propiedad particular en beneficio del público». El Reglamento se publicó en 1845. A esta Ley le sucede la Ley reguladora de la Expropiación forzosa de fecha de 10 de enero de 1879 y su Reglamento de 13 de junio de 1879, Reglamento que fue sucesivamente sustituido, primero por el de fecha de 10 de marzo de 1881 y después por el de 10 de febrero de 1891. Así llegamos hasta la vigente LEF preconstitucional y básica  (1) .

No obstante, los Ayuntamientos, a partir del Estatuto Municipal de 1924, tuvieron su propia legislación expropiatoria y urbanística. La expropiación municipal se regía en primer lugar por el Estatuto de 1924 (arts. 172 y 184 y ss.) desarrollado en esta materia por el Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales (ROM) (arts. 26 a 31, 33 y 105 a 124). Sólo en lo no previsto por estos textos se aplicaban las Leyes especiales, y en su defecto, la LEF de 1879. El Estatuto consagraba el principio del previo pago o depósito del valor de la cosa expropiada (art. 186), el de expropiación absoluta con inclusión de toda clase de derechos (art. 106 ROM) consagraba como títulos adquisitivos e inscribibles en el Registro de la Propiedad el Acta de ocupación o posesión y el resguardo del depósito efectuado en la Caja General. La aprobación de proyectos de obras, en determinados casos aprobados definitivamente por órganos externos, implicaba la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los terrenos precisos, pero para ello era preciso que los proyectos hicieran referencia a obras de la exclusiva competencia municipal que eran las contenidas en el art. 180 del Estatuto. Cuando se trataba de planes de alineaciones o de proyectos de reforma interior, una vez producida la aprobación por el órgano externo, se entendía implícita la declaración de utilidad pública y necesidad de ocupación (arts. 26 y 33 del ROBS).

En la regulación del Estatuto tiene su precedente el supuesto expropiatorio cuya finalidad es la regularización o formación de manzanas o espacios libres. El art. 28.2 del ROM legitimaba la expropiación de las fincas que tengan fachada o luces sobre calles o plazas si conviniera suprimir algún patio, calle, plaza o trozo de ella. Por el contrario, no eran expropiables los terrenos o edificios propiedad del Estado. Había que solicitar su venta o permuta y en cualquier caso debía acceder a ello el Consejo de Ministros. En la fase de justiprecio destacaba como originalidad la reunión de los peritos que habían formulado las hojas de aprecio de una y otra parte, para tratar de llegar a un acuerdo. Se levantaba acta en la que constaban las divergencias, oficiando el Alcalde al Juez para que designara el tercer perito  (2) .

La LEF vigente supuso la uniformidad expropiatoria para todas las Administraciones y la prevalencia de ésta sobre la legislación local, salvo en materia de expropiaciones urbanísticas, como en tantas otras materias ha venido sucediendo la última de ellas en materia de contratación en la que por obra de la LCAP desaparece la dualidad de regímenes al derogarse el RC y los preceptos incompatibles del TRRL.

Sin embargo, a la hora de concretar el derecho vigente y aplicable cuando nos referimos a las expropiaciones urbanísticas en ejecución del planeamiento, ya se trate de actuaciones aisladas o asistemáticas, ya de actuaciones integradas o sistemáticas, el primer problema es su determinación. Sin duda, el texto legal básico es la LS2008. No regulaba la LRSV98 cuestiones importantes como la Ocupación, como forma de obtención de terrenos dotacionales, singular modalidad expropiatoria. Tampoco regulaba el procedimiento de Tasación conjunta, nacido y desarrollado en el seno de la legislación urbanística. Tampoco lo hace la LS2008.

La legislación estatal sobre expropiaciones urbanísticas se contiene en la LS2008. Ello hace preciso su necesario complemento por la legislación de las CC.AA.

1.1.  Legislación autonómica

1.1.1.  Castilla y León

La legislación urbanística autonómica en materia de expropiaciones urbanísticas se contiene en la reciente Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León (LUCYL), recientemente modificada por la Ley 4/2008, de 19 de septiembre, de Medidas sobre Urbanismo y Suelo, que en unos casos reproduce la legislación estatal y el TRLS92, y en otros aporta singularidades, especialmente en cuanto a la expropiación urbanística como sistema de actuación. Por otra parte, declaraba, en su DF 1.ª, transitoriamente vigentes los Reglamentos estatales de la LS76, y entre ellos el RGU. No obstante, por Decreto 22/2004, de 29 de enero, se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León. La DD del Decreto citado no deroga el Derecho general supletorio, salvo en lo que se oponga a los textos legales citados.

1.1.2.  Las CC.AA. de Andalucía, Extremadura y Cantabria

Andalucía, Extremadura y Cantabria, que en un principio en virtud de las llamadas Leyes de artículo único aceptaron como propio el TRLS92, han aprobado sus Leyes urbanísticas propias.

En Andalucía rige la Ley 7/2002, de Ordenación Urbanística de Andalucía (LOUA). Al no derogarse el Derecho general supletorio rigen con este carácter la LS76 y el RGU en materia de expropiaciones urbanísticas en lo que no se opongan a la LOUA.

Extremadura, siguiendo las pautas de las Leyes valenciana y de Castilla-La Mancha, aprobó la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación del Territorio de Extremadura (LSOTEX), complementada por el Reglamento de Planeamiento aprobado por Decreto 7/2007, de 23 de enero. Tampoco derogan el Derecho supletorio, por lo que con este carácter tendrá aplicación en los que no se opongan a los textos legales citados el RGU.

Cantabria ha aprobado la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Urbanística del Suelo, que no ha sido reglamentada. No deroga el Derecho general supletorio, por lo que en materia de expropiaciones habrá de acudirse con aquel carácter a la LS76 y RGU.

1.1.3.  Las CC.AA. del Principado de Asturias, Murcia e Islas Baleares

No aceptaron como propio el TRLS92. Asturias aprobó su Ley Urbanística propia y hoy rige el DL 1/2004, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo. Por otra parte, mediante Decreto 278/2007 se ha aprobado el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo (BOPA de 15 de febrero), que además declara en su DF 1.ª que dejan de ser aplicables la LS76 y sus Reglamentos, si bien en el apartado b) de dicha disposición declara aplicables determinados preceptos del RGU relativos a la expropiación urbanística. En Murcia rige el DL 1/2005, de 10 de junio, que aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia. Por el contrario, la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, aunque ha dictado numerosas disposiciones urbanísticas concretas, no ha aprobado una Ley Urbanística general, por lo que en materia de expropiaciones rige el derecho general supletorio contenido en la LS y sus Reglamentos, especialmente el de Gestión Urbanística, debiendo tener en cuenta en su caso las Leyes específicas urbanísticas por ellos dictadas. En la CA de Murcia, la LS76 y el RGU rigen con carácter supletorio en materia de expropiaciones urbanísticas. No obstante, Asturias, en el Reglamento antes citado y en concreto en su DF 1.ª, determina que dejan de ser aplicables en Asturias la LS76 y sus Reglamentos, y en la práctica todo el Derecho supletorio estatal con los matices que determina en el apartado b) de la DF.

1.1.4.  Las CC.AA. de Aragón, Canarias, Castilla-La Mancha, Galicia y La Rioja

Han dictado legislación propia. Aragón ha aprobado la Ley 5/1999, Urbanística de Aragón, y el Reglamento Parcial de la Ley Urbanística en materia de Organización, Planeamiento y Régimen Especial de Pequeños Municipios. Por otra parte, se ha promulgado el Decreto Ley 2/2007, de 4 de diciembre, consecuencia de las innovaciones introducidas por la legislación estatal de suelo (Ley 8/2007), que establece medidas urgentes para la adaptación del ordenamiento urbanístico de Aragón a la nueva Ley. Canarias aprobó el Decreto Legislativo 1/2000, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y Espacios Naturales. Por Decreto 183/2004 se aprobó el vigente Reglamento de Gestión y Ejecución del Sistema de Planeamiento de Canarias. En Castilla-La Mancha está en vigor el Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (TRLOTAU). El Decreto 248/2006 aprueba el Reglamento de Planeamiento de Ordenación Territorial y de la Actividad Urbanística. En Galicia rige la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia, modificada por la Ley 6/2008, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo. En La Rioja rige la Ley 5/2006, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, de 2 de mayo.

En los textos legales citados se contienen la legislación autonómica en materia urbanística. Obviamente, con prioridad habrá de estarse a la LS2008. En aquellas CC.AA. donde no ha sido derogado el Derecho supletorio regirá en esta materia la LS76 y el RGU.

1.1.5.  Cataluña

En Cataluña rige la Ley 1/2005, de 26 de julio, que aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo, así como el Reglamento Parcial de la Ley 2/2002, aprobado por Decreto 283/2003, de 4 de noviembre. No derogan el Derecho general supletorio, por lo que en lo no regulado por aquellos textos se aplicarán en materia expropiatoria la LS76 y el RGU, que contienen la normativa expropiatoria.

1.1.6.  La Comunidad de Madrid

Rige la Ley 9/2001, del Suelo de la Comunidad de Madrid, así como la Ley 9/1995, de Política Territorial y Urbanismo, de 28 de marzo, por la que se regulan las medidas de política territorial, suelo y Urbanismo de la Comunidad de Madrid. Textos que no derogan el Derecho general supletorio, por lo que a falta de Reglamentación de las Leyes citadas rigen en materia de expropiaciones urbanísticas la LS76 y el RGU. Obviamente, el texto básico en materia expropiatoria será la LS2008.

1.1.7.  Navarra

Cuenta también con Ley urbanística propia (Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo). Sin perjuicio de la vigencia del Decreto Foral 85/1995 por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley Foral 10/1994 a la que sustituyó la vigente Ley, y al no haber sido derogado el Derecho general supletorio, regirá el RGU en lo que no se oponga a la Ley Foral.

1.1.8.  El País Vasco

Rige la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo (BOPV de 20 de julio), cuya Disposición Derogatoria no deroga el Derecho general supletorio, por lo que rigen en lo que no se opongan a los textos citados la LS76 y el RGU en materia de expropiaciones urbanísticas Obviamente, el texto básico es la LS2008  (3) . Por Decreto 105/2008, de 3 de junio, de medidas urgentes en desarrollo de la Ley 2/2006, se aprueban normas a fin de cohonestar, en aras de la seguridad jurídica, la Ley 2/2006 con la LS2008, y de lograr y facilitar la aplicación práctica coordinada de ambas Leyes. El Decreto reafirma y confirma en su Exposición de Motivos la aplicación y vigencia, en ausencia de regulación expresa legislativa y reglamentaria, del Derecho general supletorio contenido en la LS76 y sus Reglamentos.

1.1.9.  Comunidad Valenciana

La Ley 6/1994, de 15 de noviembre, GRAU, ha sido derogada y sustituida por la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística de Valencia (LUV), desarrollada en el Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística aprobado por Decreto 67/2007. Ni el Reglamento ni la Ley derogan el RGU, por lo que hay que considerarlo como Derecho supletorio vigente. Obviamente, la LS2008 es el texto básico a consultar en materia de expropiaciones urbanísticas. El Decreto Ley 1/2008, de 27 de junio, modifica la LUV y el ROGTU.






	 (1) 

	Es fundamental en estos aspectos consultar el artículo publicado en Estudios Homenaje al Profesor García de Enterría contenido en el tomo II, pág. 1271, titulado «El art. 33 de la Constitución y la crisis de la garantía expropiatoria», artículo del que es autor el Profesor PARADA VÁZQUEZ. El trabajo además cita una selecta bibliografía.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	El Estatuto Municipal de 1924 (4.ª edición), por la Redacción de El Consultor de los Ayuntamientos, Madrid, 1924.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Memento Práctico, Francis Lefebvre, Urbanismo 2000, pág. 608.


	 Ver Texto 








Concepto de la expropiación 



2.1.  En la Ley de Expropiación Forzosa

La expropiación es una transferencia coactiva de la propiedad de un particular o de una Administración a otra Administración (expropiante) o a otro particular (beneficiario), por razón de interés público o utilidad social, previo pago de una justa indemnización acordada de forma imperativa. Son así notas definitorias de la institución:


	
1.º) La transferencia del propietario al expropiante o al beneficiario, si no coincide con aquél; la propiedad se transfiere libre de cargas y gravámenes, sale del patrimonio del expropiado y si bien muchas veces ingresa en el dominio público, otras, no obstante, seguirá rigiéndose por el Derecho privado (terrenos destinados a construcción de VPO) en este último caso. 

	
2.º) La coactividad: «acordada imperativamente», dice el art. 1.º de la LEF, y esta coactividad se da incluso en el supuesto de existir mutuo acuerdo en la pieza separada de justiprecio, porque la voluntariedad se refiere al precio y no a la obligada transferencia de la propiedad. Cuando la adquisición es amistosa, fuera del procedimiento expropiatorio, estamos ante una auténtica compraventa. La coactividad implica: a) que la adquisición es originaria, por lo que su validez no está condicionada ni queda afectada por la titularidad del expropiado, dado que, aunque resultare que el titular, que como tal figura en el Registro, no lo fuera en realidad, la traslación se consumaría; b) se extinguen todos los derechos reales y personales que recaigan sobre la cosa, pues si el titular del dominio pierde todas las facultades inherentes al mismo, no puede ser de mejor condición quien sólo ostente la titularidad de alguna de las facultades que se integran en aquél; c) que el propietario desposeído no tiene otro derecho que el de percibir el importe del precio, sólo tiene una acción personal para exigir el pago de la indemnización y nunca una acción real sobre el inmueble expropiado; d) que no es precisa la Escritura pública para que la transferencia tenga lugar. El título adquisitivo inscribible en el Registro lo constituyen el Acta de pago y la de ocupación. 3.ª La causa es la utilidad pública o el interés social, exigencia constitucional (art. 33 CE), requisito o presupuesto previo, que debe ser declarada y que la legitima. Con carácter general se declara con la aprobación de los planes, con la aprobación de los instrumentos de gestión y que, aunque implícita, es preciso concretar en el planeamiento de desarrollo. 

4.ª Indemnización, ya que la expropiación no es una incautación ni una confiscación. La indemnización ha de ser: a) previa, aunque excepcionalmente el legislador permite la ocupación sin que se haya cumplido el requisito del previo pago, cual es el caso de la ocupación urgente; b) ha de ser adecuada, suficiente y equivalente, de suerte que con ella se pueda adquirir cosa igual o equivalente; es lo que la jurisprudencia califica como valor de sustitución o valor de mercado; c) como regla había de abonarse en dinero, si bien la LRSV permitía el pago en terrenos en toda clase de expropiaciones previa conformidad del expropiado esté o no de acuerdo con el justiprecio fijado, lo que también determina la LS2008 que dentro de la indemnización se comprenden: el justo precio que tengan los bienes, el valor de afección, los daños y perjuicios que directamente origine la expropiación y los intereses de demora en la fijación del justiprecio o en el pago una vez concretado aquél. En esta materia, el juego de la legislación autonómica es nulo, ya que los criterios de valoración contenidos en la LS2008 estatal son de general vigencia y aplicación a todas las expropiaciones urbanísticas. Ningún campo existe, en esta materia, para la legislación autonómica. 

5.ª Rigurosidad procedimental: el procedimiento expropiatorio es esencialmente una garantía y es especialmente riguroso. Corresponde al Estado su determinación, si bien puede ser complementado por la legislación de las CC.AA. Su inobservancia o la inobservancia de los requisitos esenciales determina la nulidad y la posible reacción de los propietarios mediante los Interdictos. 





2.2.  Concepto de la expropiación urbanística

No existe stricto sensu una definición legal de las expropiaciones urbanísticas, salvo que como tal se entienda la que nos ofrece la jurisprudencia que la vincula a los planes. Expropiación urbanística es aquella que se efectúa para ejecutar las determinaciones del planeamiento, sin que lo sea aquella cuyo antecedente y justificación no se encuentra en los planes (SSTS de 5 de marzo de 1990 y 18 de febrero de 1992). El concepto se concreta por posteriores decisiones jurisprudenciales que imponen la única exigencia de que esté contemplada en el planeamiento urbanístico (SSTS de 30 de septiembre de 1995 y 21 de octubre de 1997).

La LRSV98, en su art. 34, aportaba en realidad una definición de la expropiación urbanística. Es urbanística toda aquella expropiación que cumpla algunas de las finalidades previstas en la legislación urbanística. Se amplía el concepto tradicional jurisprudencial que la consideró como técnica vinculada al planeamiento. La finalidad es el dato definitorio y determinante y con él la Ley, que define cuáles son estas finalidades y objetivos. Son expropiaciones urbanísticas todas aquellas que las Leyes urbanísticas autonómicas prevén y regulan como garantía del cumplimiento de sus disposiciones, en la medida en que es a la legislación sectorial (en este caso la urbanística) a la que corresponde determinar la causa expropiandi o los supuestos expropiatorios.

En la LS2008 se observa un intento de sustituir el concepto de expropiación urbanística, como técnica instrumental al servicio de los planes por la más amplia sumida por el legislador estatal que la liga a las finalidades que, en cada caso, persiga la legislación territorial y urbanística. La LS2008 opta por este mismo concepto: conforme al art. 29.1, la liga no ya a la aprobación de los planes, sino sólo a aquellos que habiliten directamente para su ejecución cuando ésta deba producirse por expropiación.






Elementos de la expropiación 



El art. 35 LRSV98 reconocía la aplicabilidad de la legislación general de expropiación forzosa a todas aquellas cuestiones no previstas, no sólo en la Ley estatal citada, sino también, en función del papel que en esta materia juega la legislación autonómica, en lo que ésta no regulaba. La LRSV98 optó por establecer la supletoriedad de la legislación general de expropiación de forma puntual en lo no previsto por la urbanística. La propia LEF, al regular la expropiación, por razón de urbanismo remitía, a esta aplicación supletoria del art. 85.

El art. 29.1 LS2008 remite las expropiaciones urbanísticas «a las finalidades previstas en la legislación reguladora de dicha ordenación», pero exige su conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en la de expropiación forzosa. Esta modificación operada sobre el art. 35 LRSV98 es, a juicio de Ángela DE LA CRUZ, fundamental al dejar claro que una cosa es reconocer las especialidades procedimentales de las expropiaciones por razón de urbanismo y otra muy distinta convertir la LEF en una norma enteramente supletoria de la legislación urbanística en relación con dicha clase de expropiaciones. A esta conclusión llegaba el art. 35 LRSV98, que determinaba la supletoriedad de la LEF no sólo con la legislación estatal del régimen del suelo, sino también con la legislación urbanística de las CC.AA.

Pero no puede colegirse que la LEF no contenga determinaciones de competencia exclusiva del Estado que impidan su aplicación, como un mero texto supletorio, respecto de la legislación urbanística de las CC.AA. La Exposición de Motivos de la LEF afirma que «la Administración General del Estado únicamente reconoce como titulares de la potestad expropiatoria a las Administraciones Territoriales y no a sus diferentes personificaciones instrumentales entendiendo que una potestad administrativa de tanta trascendencia y que afecta al derecho fundamental de la propiedad solamente debía ser reconocida a las Administraciones plenamente sujetas a los controles y cautelas del derecho público en toda su extensión que actúan con personalidad jurídica única». A pesar de ello existía una legislación urbanística autonómica que establecía excepciones a esta regla procedimental común reconociendo potestad expropiatoria a un organismo autónomo autonómico.

En las expropiaciones urbanísticas la remisión a la legislación general expropiatoria es mucho más acusada en el procedimiento individualizado que en el de tasación conjunta, al tener este último una especificidad propia y típica del sector urbanístico. No obstante el instituto expropiatorio presenta particularidades en el ámbito urbanístico que iremos destacando al analizar los elementos de la expropiación.

En esta institución capital del Derecho público podemos distinguir como elementos varios que la integran, por una parte, los sujetos (expropiante, expropiado y beneficiario), y por otra, el objeto.

3.1.  Los sujetos

3.1.1.  El expropiante

Nadie puede expropiar si la Ley no le otorga esta facultad. En principio, esta facultad tan excepcional de privar a los particulares de sus bienes sólo corresponde al Estado, las CC.AA. y a los entes locales  (1) . En cuanto a las entidades locales menores, aunque la LRBRL no les otorga expresamente la potestad expropiatoria, cabe la posibilidad de que las Leyes autonómicas puedan otorgársela (art. 4.2 LRBRL). En todo caso, los acuerdos que éstas adopten deberán ser ratificados por el Ayuntamiento. Sólo los entes territoriales pueden expropiar. No pueden ejercitar ni ostentar esta potestad los entes institucionales ni los corporativos. Los particulares (concesionarios), las empresas o sociedades y las Juntas de Compensación  (2)  pueden ser beneficiarios.

No toda expropiación en que es parte un Ayuntamiento puede calificarse de municipal, sino sólo aquella en que dicha entidad actúa como sujeto activo de la misma. Las Corporaciones locales pueden ser en la relación expropiatoria: 1.º) expropiante y beneficiaria; 2.º) expropiante solamente, siendo beneficiario un tercero; 3.º) beneficiaria exclusivamente, y 4.º) expropiada. Sólo las dos primeras situaciones pueden calificarse de expropiaciones municipales.

Que los Municipios están dotados de un poder o potestad expropiatoria para desposeer de una cosa a su propietario, en atención al interés público, es notorio al tener encomendada la gestión pública de los intereses públicos. Por ello, el art. 4 de la LRBRL le otorga expresamente la potestad expropiatoria en armonía con el art. 2 de la LEF. Pero el poder actuar frente a bienes y derechos particulares ejercitando esta potestad está supeditado y legitimado, en el orden urbanístico, en razón a los planes y proyectos aprobados, no bastando una autorización o legitimación genérica, que debe ser pormenorizada. Existe sin embargo un caso excepcional, que es el recogido en el art. 133 RB, según el cual para la expropiación de derechos de arrendamiento o cualesquiera otros personales relativos a la ocupación de bienes de propios en el que será título suficiente el acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento o de la Diputación, lo que no deja de ser cuestionable.

A) Las mancomunidades: la potestad expropiatoria es en sí misma indelegable, salvo expresa previsión legal. Lo que sí es delegable es su gestión en todos los trámites. La expropiación puede gestionarse en muy diversas formas, que recogen las distintas Leyes autonómicas. La STS de 3 de julio de 1993 declara que las mancomunidades como entidades locales de carácter no territorial carecen de potestad expropiatoria, salvo que la legislación se la atribuya, si bien no considera como acto dictado por órgano manifiestamente incompetente el acuerdo expropiatorio de la mancomunidad para la ejecución de los elementos de los sistemas generales contemplados en la legislación urbanística.

No obstante la STS de 9 de diciembre de 1993, las mancomunidades de Municipios pueden ejercer la potestad expropiatoria, aun sin Ley autonómica que lo autorice, en virtud de la legislación urbanística general y no por vía de delegación del Municipio. Dicen los Considerandos Cuarto y Quinto:


«El recurrente sostiene con razón que ni el art. 2.1 de la Ley de Expropiación Forzosa ni el art. 4.1.d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, permiten a las Mancomunidades de Municipios, en defecto de desarrollo legislativo autonómico previsto por el número 2 del último artículo citado, acordar la expropiación de bienes y derechos; ahora bien la expropiación que nos ocupa fue acordada por la expresada Mancomunidad de Municipios con el fin de ejecutar un elemento del sistema general de depuración de aguas residuales de los Municipios que constituyen la Mancomunidad, contemplado por el Ayuntamiento de San Juan como dotación de alcantarillado a parte de la ciudad según el denominado “proyecto técnico de alcantarillado parcial a parte de la ciudad” aprobado el 24-3-1985 por el indicado Ayuntamiento incluido en el Plan Provincial de Obras y Servicios de 1984 con el número 70, como se deduce de los documentos que aparecen en el expediente administrativo y por ello estamos en presencia de una expropiación forzosa desarrollada para la ejecución de un elemento del sistema general de depuración de aguas, contemplado por los arts. 134.2 y 135.2 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por RD 1346/1976, de 9 de abril, cuyo art. 216.1 autoriza a los municipios a constituir Mancomunidades voluntarias para el desarrollo de su competencia urbanística (arts. 7.2 y 9 a 11 del RGU) disponiendo a continuación en el número 4 del mismo artículo, que “constituida la Mancomunidad o Agrupación las facultades municipales correspondientes se ejercerán a través de la organización común”.

Quinto: En definitiva considera esta Sala que es el ordenamiento urbanístico en vigor, al tiempo en que la Mancomunidad de Municipios acordó la expropiación forzosa para la ejecución del sistema general de depuración de aguas residuales de los municipios que la integraban, el que legitima a dicha Mancomunidad demandada para ejercer sus competencias urbanísticas, entre las que el art. 3.3.b) del citado Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana incluye la de expropiar los terrenos necesarios para efectuar las obras [...]».



El art. 33 LS2008 autoriza también la constitución de entidades asociativas conforme a la legislación local o urbanística. Permite delegar la potestad expropiatoria y reconoce que por Ley ciertos entes públicos ostenten facultades expropiatorias. La LS76 (art. 216.1) autoriza a los Municipios a constituir mancomunidades voluntarias para el desarrollo de sus competencias urbanísticas, conforme acreditan también los arts. 7.2 y 9 a 11 del RGU, por lo que las facultades municipales correspondientes se ejercen a través de la organización común. Se trataba en la STS referenciada de la ejecución de un sistema general de depuración de aguas al servicio de los Municipios mancomunados. El llamado Documento de Salamanca  (3)  recomendaba modificar la legislación vigente autorizando la delegación de la potestad expropiatoria en entidades de Derecho público como mancomunidades y consorcios. También las entidades locales menores pueden ostentar potestad expropiatoria (art. 4.2 LRBRL), si bien los acuerdos que adopten en el ejercicio de esta potestad deberán ser ratificados por el Ayuntamiento [art. 45.2.c) LRBRL]. Hoy las Leyes urbanísticas autonómicas autorizan la gestión y encomienda de gestión de las expropiaciones urbanísticas a mancomunidades urbanísticas, Gerencias urbanísticas y sociedades públicas urbanísticas. Y otro tanto hacía el art. 213 TRLS92 y hoy el art. 33 LS2008.

La gestión puede llevarse a cabo por persona distinta del expropiante: a) por modalidades asociativas (sociedades, consorcios, mancomunidades, etc.). En ellas se incluyen todas las formas de coparticipación de la Administración local actuante con personas privadas o públicas; b) mediante encomienda de gestión intersubjetiva (LRJPA art. 15), ya que el ejercicio de la potestad expropiatoria requiere disponer de medios materiales o técnicos de los que en muchas ocasiones carecen los Municipios.

La encomienda de gestión pone en estrecha colaboración a dos Administraciones Públicas no puede ser impuesta coactivamente por la Administración encomendante a la encomendada. Es necesario un previo acuerdo de voluntades formalizado a través de un convenio de colaboración, cuya regulación está excluida de la legislación de contratos.

Previa a la suscripción del convenio las Administraciones implicadas deben adoptar los correspondientes acuerdos. La Administración municipal encomendante debe respetar las reglas sobre adopción de acuerdos contenidos en la legislación de régimen local. La competencia corresponde al Pleno por el voto favorable de la mayoría absoluta. La Administración encomendada (estatal, autonómica, local, etc.) debe adoptar el acuerdo a través del órgano competente según su normativa propia.

La encomienda de gestión, por ejemplo, está expresamente admitida por la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid [art. 118.c)], donde se diferencia la que opera a favor de una Administración institucional dependiente de la propia administración actuante, en cuyo caso basta el acuerdo de encomienda adoptado por la entidad local matriz y la que tiene lugar a favor de otra administración territorial o institucional dependiente de otra territorial en cuyo caso es preciso el correspondiente convenio.

Todo ello no excluye la posible cesión de la facultad expropiatoria mediante otras fórmulas traslativas de la competencia dentro del seno de la propia Administración, como la delegación, desconcentración, encomienda, etc.

B) Competencia territorial y material: para el ejercicio de la potestad expropiatoria es preciso ostentar competencia territorial (no puede el Ayuntamiento expropiar fuera de su término municipal) y competencia material. Por ello el Tribunal Supremo, en Sentencia de 14 de octubre de 1961, declaró que el Ayuntamiento es manifiestamente incompetente para realizar una expropiación con el objeto de construir un camino provincial toda vez que la LRL atribuye la realización de dichas obras a la Diputación. Dice la STS de 22 de octubre de 1985:

«Esta conclusión no puede quedar empañada por el alegato del Abogado del Estado de que hay que aceptar en caso como el que nos ocupa que las facultades expropiatorias del Ayuntamiento interesado, tratándose de obras que penetran incidentalmente en otro término municipal, se amplían en lo preciso para que el proyecto sea viable y realizable, no sólo porque en el supuesto de autos no se trata de actuaciones que afectan incidentalmente a propiedades sitas en otro término municipal, sino precisamente a terrenos donde está ubicada la captación misma de las aguas, sino también y, principalmente, porque el ataque patrimonial que toda expropiación supone que no hay que olvidar que afecta a un derecho, el de propiedad, constitucionalmente reconocido (art. 33 de la Constitución) demanda que la Administración expropiante respete, entre otros condicionamientos que el ordenamiento jurídico le impone, los límites legales que definen su competencia, entre los que se encuentran, como primarios, aquellos que delimitan el ámbito territorial dentro del cual puede ejercer sus potestades».


El Municipio podrá expropiar sólo para el desarrollo y ejecución de sus competencias y para la prestación de los servicios. Los actos y acuerdos que conllevan el ejercicio de la potestad expropiatoria han de ser necesariamente adoptados por el Pleno de la Corporación.

No parece que la titularidad de la competencia sea incompatible y no pueda coexistir con el desplazamiento de determinadas facultades de su ejercicio. Puede y debe admitirse que la gestión de la expropiación o de determinados actos de gestión sea encomendada por el titular de la potestad expropiatoria a otra Administración interesada o a otro órgano de la misma Administración (expropiación de terrenos para ejecutar en un Municipio una obra incluida en los Planes Provinciales). Cabe la Encomienda de Gestión, si bien los acuerdos y resoluciones han de ser adoptados por los correspondientes órganos de la Administración expropiante.

C) Expropiación para ceder: los bienes expropiados, con base en el compromiso de ceder, deberán ser entregados al mismo organismo para el que se expropió. No cabe cambio de destino. Aunque el precepto del TRRL habla sólo de «edificios» algunos autores han entendido que a su amparo también es posible la expropiación de terrenos para su posterior cesión. No lo ha entendido así la STS de 13 de mayo de 1997 cuando dice:

«[...] por tanto si el legislador quiso concretar las facultades expropiatorias al amparo del citado precepto del RDL 781/1986 no es factible efectuar una interpretación extensiva del mismo, máxime cuando se trata de una norma restrictiva de derechos, amén de que el mismo texto legal cuando el legislador quiso referirse a inmuebles lo hizo expresamente en el art. 79 al hablar tanto de cesiones a título gratuito, como de enajenación o gravamen o permuta de los mismos; por tanto es clara la voluntad del legislador de que el art. 92 que nos ocupa sólo es de aplicación a los supuestos de edificios, pero no a los de cualquier bien inmueble; en consecuencia procede la estimación del recurso [...]».


El Ayuntamiento no sólo puede expropiar para la realización de obras y servicios locales y para la ejecución del planeamiento, sino también para adquirir bienes que luego han de ser cedidos a otras entidades públicas (art. 92 TRRL). Para ello deben concurrir los siguientes requisitos: 1.º) compromiso firme, por parte del Ayuntamiento, de ceder, en el oportuno momento, que debe ser anterior al trámite expropiatorio; se debe comprometer la cesión primero y expropiar después; 2.º) que los bienes se destinen a fines que redunden en pro de los intereses de la comunidad vecinal; 3.º) que la cesión, en su caso, sea autorizada o sea comunicada, por el órgano competente de la CA, trámite que debe ser anterior a la iniciación del expediente expropiatorio (STS de 4 de octubre de 1958).

Finalmente, en orden a la competencia de los órganos locales en la materia ha de dejarse constancia que cuando expropia la Provincia o el Municipio corresponde al Pleno adoptar los acuerdos que según la Ley son recurribles. El art. 4.3.º LEF emplea la expresión «acuerdos que sean recurribles en vía contenciosa», que debe interpretarse en el sentido de actos impugnables dentro del procedimiento administrativo. En los demás casos, la competencia corresponde al Presidente de la Diputación o al Alcalde  (4) .

D) Desistimiento de la expropiación  (5) .

La STS de 8 de junio de 1999 (Sala 3.ª, Sección 6.ª) recuerda que la paralización de un expediente obliga a la Administración a proseguirlo, pero sólo cuando no concurran los presupuestos para el desistimiento. Cuando todavía no se ha producido la ocupación de los bienes puede la Administración desistir expresa o tácitamente de la expropiación, en cuyo caso ha de indemnizar los daños y perjuicios. No cabe el desistimiento cuando la expropiación está consumada por haberse producido la ocupación material del bien, ya que entonces surge un derecho subjetivo del expropiado. Fijado el justiprecio por el Jurado y firme el acuerdo adoptado, no cabe desistir de la expropiación ni acordar la reversión [STS 17 de diciembre 2003 (LA LEY 622/2004)]. Tampoco cabe el desistimiento si no ha desaparecido la causa o interés público en que se fundamentaba la expropiación no siendo motivo aducir la falta de consignación presupuestaria ni su insuficiencia para satisfacer el justiprecio ni modificar el planeamiento para obtener gratuitamente los terrenos para ampliación de calles sin asignar aprovechamiento edificatorio a los terrenos [STS de 27 de enero 2006 (LA LEY JURIS 1563/2006)].

El desistimiento de la expropiación puede ser expreso o tácito a través de actos concluyentes consistentes en una conducta omisiva de inactividad de la Administración (STS de 25 de octubre de 1982). Según Dictamen del Consejo de Estado de 1 de febrero de 1990, en el caso de expropiación iniciada y después desistida por decisiones unilaterales de la Administración, la pretensión de resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados debe sustanciarse en un expediente específico de resolución y liquidación de procedimiento expropiatorio como expediente incidental dentro de éste. Pero ello no quiere decir que en el fondo no se trate de aplicar el principio general de responsabilidad de la Administración.

La inactividad puede producir la caducidad del procedimiento en la medida en que puede producir efectos desfavorables. Y comoquiera que la legislación vigente no establece un plazo determinado para concluir el procedimiento expropiatorio será aplicable el de tres meses, salvo que sea elevado por una norma reglamentaria (hasta seis meses) o legal (art. 42.2 y 3 LRJPA). En cualquier caso, de aplicarse la caducidad del procedimiento, ello no impide que la Administración inste un nuevo procedimiento expropiatorio.

3.1.2.  El beneficiario

Por beneficiario se entiende el sujeto que representa el interés público o social, para cuya realización está autorizado a pedir se ponga en marcha la potestad expropiatoria de los bienes precisos, para ejecutar la obra o prestar el servicio. Los caracteres del beneficiario son legalmente dos: solicitante de la expropiación y titular de las ventajas de la misma. Representa el interés público o asume, en aras de este interés, el cumplimiento de deberes que el propietario no cumplió. Asume el deber de indemnizar al expropiado. Normalmente coincide la condición de expropiante y beneficiario.

Pueden ser beneficiarios de la expropiación, por causa de utilidad pública, las entidades y concesionarios, y, por razón de interés social, las personas físicas y las jurídicas (art. 29.4 LS2008). La condición de beneficiario ha de ser otorgada, expresamente, por Ley, requiriéndose, normalmente, una especial cualificación (el urbanizador concesionario, la Junta de Compensación respecto de los propietarios de la unidad de ejecución que no se integran en el sistema), el Agente urbanizador, las mancomunidades urbanísticas, las Gerencias urbanísticas y las sociedades urbanísticas públicas.

En la LEF existen dos clases de beneficiarios: el clásico que es el beneficiario en las expropiaciones por utilidad pública e interés social y el beneficiario en la expropiación por incumplimiento de la función social de la propiedad (arts. 71 a 75 LEF). Al adjudicarse la cosa expropiada al beneficiario, la Ley le impone la función social desatendida por el anterior titular.

El beneficiario inicia el procedimiento, lo impulsa y actúa en él. Rige el principio de rogación, por lo que los que ostenten esta condición deberán solicitarlo y justificar su cualidad de tales, así como la procedencia legal de la expropiación. Comoquiera que la condición está atribuida por Ley, aquél ostenta un derecho subjetivo que la Administración debe reconocer. No obstante, PERA VERDAGUER  (6)  estima que es discrecional por parte de la Administración reconocerlo. Asume, como facultades concretas, la de formular la relación de bienes y derechos a expropiar (STS de 27 de noviembre de 1991), lo que debe hacer incluso cuando ésta obra ya en el proyecto, gestionar el mutuo acuerdo en la pieza separada de justiprecio e incluso suscribir el correspondiente convenio (STS de 13 de marzo de 1968), formular las hojas de aprecio, pagar o consignar. Puede incluso instar se utilice el procedimiento de urgencia a su favor, en cuyo caso interviene en el Acta previa de ocupación y en el depósito previo. Puede impugnar los actos decisorios del procedimiento (STS de 23 de enero de 1959) y mantener la validez del justiprecio fijado (STS de 26 de noviembre de 1968), etc. Es sin duda en el ámbito urbanístico donde la condición de beneficiario, como sujeto distinto al expropiante, aparece con mayor intensidad. El art. 29.4 LS2008 determina quiénes tienen la condición de beneficiarios  (7) .

3.1.3.  El expropiado

Es el titular del derecho o propietario de la cosa objeto de expropiación. Constituye una cualidad ob rem y por lo mismo es independiente de su capacidad jurídica y de su condición de persona jurídica o natural. La incapacidad jurídica del expropiado no es causa de paralización del expediente. Los que no puedan enajenar sin permiso o resolución judicial se consideran autorizados para verificarlo. Lo que sucede es que el Ministerio Fiscal deberá comparecer y el justiprecio se depositará. Tampoco impiden la continuación del expediente las transmisiones de dominio considerándose subrogado el nuevo titular  (8) .

La cualidad de expropiado la ostenta, desde el mismo momento del inicio del procedimiento expropiatorio, cualquier persona titular de un derecho real e incluso de un simple interés económico directo, ya que sobre el bien expropiado pueden concurrir distintas titularidades e intereses que quedarán afectados por la expropiación y en tal supuesto existirán varios expropiados en razón a un mismo bien, aunque por títulos idénticos (copropietarios) o cualitativamente diferentes (propiedad, arrendamiento, etc.). Pero la cualidad de expropiado es la única que legitima para intervenir junto con el expropiante y, en su caso, el beneficiario, en el expediente expropiatorio, y esa cualidad se predica de todo titular de derechos e intereses afectados por el procedimiento y desde el momento en que éste se incoa.

Todos pueden ser expropiados: el Estado, las CC.AA., los entes locales, los Estados extranjeros y la Iglesia  (9) . El art. 1 LEF afirma: «[...] cualquiera sea la persona o entidad a que pertenezca [...]». Asumen la condición de expropiados y han de entenderse las diligencias: 1.º) Con los titulares de derechos o propietarios que como tales figuren en los Registros públicos (Registro de la Propiedad, Registro Mercantil). Por lo que se refiere al Registro de la Propiedad, sus asientos están bajo la protección de los Tribunales, y por otra parte los derechos reales inscritos se presupone que existen y que pertenecen a su titular (art. 38 LH). 2.º) Con los que aparezcan como propietarios o titulares de derechos en los Registros fiscales (Catastro) en su defecto. 3.º) Con quienes pública y notoriamente ostenten la condición de propietarios o titulares de derechos (art. 30.2 LS2008). El orden expuesto es preferente y excluyente  (10) .

Dentro de las titularidades sobre las cosas expropiadas y sobre la base de la LEF cabe distinguir distintas titularidades: a) titularidad perfecta, que es aquella en la que concurre una legitimación formal y el ejercicio real del derecho, y a la que alude el art. 3.1 LEF; b) titularidad contradictoria sobre el objeto expropiado; en este aspecto, la jurisprudencia ha hecho, por razones de seguridad jurídica, una interpretación extensiva y como tales han de ser considerados: quienes aporten documentos demostrativos de la contradicción con títulos registrales (STS de 14 de febrero de 1961), quien presenta un título aparente que sea suficiente aunque pueda ser defectuoso; cuando el derecho se deriva de un título jurídico y no sólo de la mera tenencia que no equivale a la posesión (STS 14 de junio de 1961). El precarista contractual es parte, ya que frente a terceros es poseedor. El que sí queda excluido es el detentador ilegal (STS de 19 de noviembre de 1957); c) los supuestos de cotitularidad en los que han de comparecer los titulares, si es parte en el expediente un coheredero sólo puede hacerlo y comparecer en su propio nombre, lo que no sucede en el caso de los copropietarios, que pueden comparecer para defender la comunidad en provecho de los demás pero no en su perjuicio (STS de 22 de marzo de 1955); d) la comunidad patrimonial de la familia en la que debe tenerse en cuenta el régimen de la misma (bienes gananciales, bienes parafernales o régimen de separación de bienes), y e) titulares de derechos reales que intervienen en el expediente siempre que lo soliciten, acreditando su condición o cuando de los Registros jurídicos o fiscales resulte su existencia, en cuyo caso será preceptiva su citación  (11) .

A tenor del artículo 5 LEF es claro que ha de tenerse como parte en el expediente a quienes presenten títulos contradictorios sobre el objeto a expropiar, en cuyo caso el justiprecio deberá ser consignado. El art. 20.4 LEF dispone que en caso de indeterminación o desconocimiento de los titulares o de su domicilio se notificará el acuerdo de necesidad de ocupación mediante edictos en los boletines oficiales y en el tablón de edictos del Ayuntamiento. Si aun así no comparecieran se entenderán las diligencias expropiatorias con el Ministerio Fiscal. En los casos de copropiedad del bien expropiado cualquiera de los partícipes puede ejercitar y defender los derechos que afecten a la comunidad, en cuyo caso la resolución dictada a su favor aprovecha a los condueños, sin que le perjudiquen las resoluciones adversas (STS de 18 de diciembre de 1993). La Ley reconoce a los arrendatarios de fincas rústicas o urbanas e incluso a los aparceros (art. 52.3.ª) la posibilidad de ser parte en el expediente expropiatorio (art. 4 LEF). La STS de 18 de junio de 1997 (EC 2192/1998) reconoce la legitimación del precarista para intervenir en el expediente expropiatorio y su derecho a ser indemnizado, incluso en una relación contractual por la que se cede el uso gratuito de la cosa revocable a voluntad del cedente. En cualquier caso, no puede ser considerado como expropiado el arrendatario que ha devenido como tal con posterioridad a la fecha legal de iniciación del expediente (STS 5 de diciembre de 1962). La indemnización que les corresponda se fija y paga en forma separada de la del bien expropiado y arrendado.

Todos los titulares de derechos han de ser expropiados. Unos, arrendatarios y precaristas, reciben indemnización independiente. Otros participan en el justiprecio señalado y lo minusvaloran para el propietario. Todos han de participar en el procedimiento y con ellos han de entenderse las diligencias expropiatorias siempre que aporten título y lo soliciten.

Ocurre, a veces, que la Administración no puede precisar la persona con quien ha de entenderse las diligencias expropiatorias porque desconoce quién es el propietario, porque éste no comparece, por no encontrarse en su domicilio, estar en paradero desconocido o por otras causas. Es al Ministerio Fiscal a quien corresponde asumir la representación del desconocido o ausente o del que voluntariamente se abstiene de intervenir en el procedimiento. En definitiva, el Ministerio Fiscal interviene y asume la representación del expropiado cuando: 1.º) no comparecen los titulares o propietarios de derechos a expropiar; 2.º) cuando la propiedad es litigiosa o contradictoria, y 3.º) si los propietarios o titulares de derechos estuviesen incapacitados y no tuvieran tutor o persona que los represente. La comparecencia posterior del titular pone fin a la intervención del Ministerio Fiscal y el desistimiento del personado no provoca su intervención (STS de 23 de diciembre de 1960). En las titularidades dudosas o litigiosas, en la gestión reparcelatoria, es la Administración actuante, y no el Fiscal, la que asume la representación de los derechos e intereses de estas titularidades (art. 103.4 RGU).

Iniciado el procedimiento expropiatorio, sólo se toman en consideración y provocan la sustitución del sujeto expropiado las transmisiones judiciales consecuencia de pleitos civiles y contenciosos, las transmisiones inter vivos que consten en documentos público y las transmisiones mortis causa conforme al art. 7 del REF (véase a este respecto la STS de 23 de diciembre de 1960). Sólo se toman en consideración los tres tipos de transmisiones citadas: 1.º) las judiciales, es decir, las decretadas por una resolución judicial, ya sea ésta civil, penal, contenciosa o de cualquier otro tipo; 2.º) las transmisiones inter vivos que consten en documento público de acuerdo con la definición de los mismos contenida en el art. 1216 del Código Civil, y 3.º) las transmisiones mortis causa, entendiéndose por heredero el que sucede a título universal y por legatario el que sucede a título particular (art. 660 CC). Así lo declara la STS de 20 de octubre de 1993 (EC 2081/1995). Ello provocará la subrogación en el cumplimiento de los deberes urbanísticos.

Para que la subrogación opere en el expediente expropiatorio, tanto el antiguo como el nuevo propietario, deberán poner en conocimiento de la Administración expropiante el hecho de la transmisión y el nombre y domicilio del nuevo titular (STS de 26 de octubre de 1966). Así lo disponen los arts. 7 de la LEF y 7 del REF. La Administración deberá adoptar acuerdo accediendo a la sustitución, teniendo por subrogado al adquirente en los derechos y obligaciones del anterior titular y como parte en el expediente, notificándolo a ambos (adquirente y transmitente). Si la transmisión se inscribe en el Registro de la Propiedad, la Administración expropiante queda vinculada; si no consta en el Registro, la Administración deberá notificar la transmisión a aquél para que opere el art. 32 LH.

Cuando la finca transmitida figura en el Registro de la Propiedad, con constancia registral de la incoación del expediente, el adquirente queda vinculado por el expediente, tanto si la transmisión queda refleja en él como si permanece ajeno al expediente. No obstante, si la incoación del expediente expropiatorio no consta en el Registro para que el tercero adquirente, desconocedor del hecho, quede vinculado por los resultados del expediente, será indispensable, si consta en éste la transmisión, que se le notifique en forma al nuevo titular, pues de otra modo se impediría la aplicación de las normas contenidas en el art. 32 LH.

3.2.  El objeto

3.2.1.  Bienes expropiables

Como principio general ha de establecerse que cualquier cosa, mueble, inmueble o derecho puede ser expropiado, en cuanto sea preciso para un fin de interés público. Pueden ser objeto de expropiación la propiedad, los derechos reales y personales y en general todos los intereses patrimoniales legítimos. En ellos se integran todos los derechos de naturaleza patrimonial cualquiera sea su naturaleza, real o personal, pública o privada, todos los bienes muebles o inmuebles. No sólo la propiedad privada, sino también los bienes de dominio público (art. 29.3 LS2008) que, por ser inalienables, deberán ser desafectados al igual que los bienes comunales, salvo en los supuestos en que opere la mutación demanial. Son expropiables e indemnizables también los intereses patrimoniales legítimos, entre ellos los perjuicios ocasionados por la expropiación (traslado de industrias, pérdida de clientela, gastos, etc.), el traslado de poblaciones e incluso los de los precaristas. También encajan dentro de los derechos e intereses legítimos los que los vecinos ostentan sobre el aprovechamiento de los bienes comunales  (12) .

A) Los bienes de los entes públicos. Especial consideración merecen los bienes de los entes públicos. Nada se opone a que los bienes patrimoniales sean expropiados. Pero donde se aviva la polémica es al tratarse de los bienes de dominio público o de los comunales, hoy integrados en aquél. Nada impide que un bien de dominio o uso público cambie de destino siempre que éste siga siendo público. No será preciso, dice RODRÍGUEZ MORO  (13) , desafectarlo del servicio público, transferirlo al campo patrimonial, para nuevamente afectarlo a un nuevo destino. Este cambio puede hacerlo la Administración sin necesidad de que el bien pase al campo privado, sin que pierda en consecuencia su nota de inalienable, puesto que en tal cambio de destino no se produce propiamente una enajenación.

El problema que realmente se plantea es el de si es posible la expropiación forzosa de bienes de dominio público. Para GARRIDO FALLA, no se comprende una repugnancia de principio a que la mutación demanial externa se logre a través de un expediente de expropiación forzosa, aunque es cierto que de la letra del art. 1.º de la LEF parece deducirse una contestación negativa. No así del texto de la propia Ley, que al regular determinados procedimientos especiales (expropiación que da lugar a traslado de poblaciones) admite esta posibilidad, puesto que la misma se extiende a toda clase de bienes y propiedades ubicadas en el término municipal. Por otra parte, la Ley de Montes de 8 de junio de 1957 (art. 2.1) declara posible la expropiación forzosa para obras y trabajos cuyo interés general prevalezca sobre la utilidad pública de los montes afectados. En esta misma línea se sitúa el art. 18.4 de la vigente Ley de Montes 43/2003.

En contra de esta opinión (posibilidad de expropiación de bienes demaniales) se alza el dogma de la inalienabilidad del dominio público que no es sino un correlato de su afección pública. Por ello, la figura pertinente para regular los cambios de titularidades sobre estos bienes, que normalmente implican cambio de afectación del dominio, no es la de la expropiación, sino la de la mutación demanial. Ahora bien, si se entiende la mutación demanial como aquella en la que sólo hay un cambio de destino del bien pero no un cambio de titularidad, aquélla no sería posible. Pero cabe también la mutación demanial externa (cambio de titularidad), que debe ser legalmente posible a través del expediente expropiatorio. Ya que, en caso contrario, ningún bien demanial podría ser destinado a una utilidad pública distinta sin consentimiento de su titular negándose a su desafectación. La S de 14 de noviembre de 1984 (Sala 5.ª) plantea la cuestión de la expropiación de un bien de dominio público de un Ayuntamiento por parte del Estado y la resuelve a través de una mutación demanial con derecho a una indemnización y que se resuelve dentro del expediente expropiatorio pagando el justiprecio. Tampoco debería resultar extraño ni incomprensible que un bien de dominio público, siempre que se afecte a una utilidad e interés público de superior interés general pueda ser expropiado  (14) .

El art. 29.3 LS2008 determina que cuando existan bienes de dominio público y el destino sea distinto del que motiva su afectación habrá de procederse a la mutación demanial o a su desafectación. Ninguna dificultad existe cuando el cambio sólo se produce en cuanto al destino público del bien sin afectar a la titularidad (mutación demanial). El problema surge cuando ello significa, además, un cambio de titularidad además del de destino, en cuyo caso se defiende la necesidad de la desafectación, en la medida que ello implica una enajenación y el bien demanial es por definición inalienable.

No debe olvidarse que, aun admitiendo la necesidad de la desafectación del servicio o fin público que el bien venía cumpliendo para adscribirlo a otro público, bien pudiera suceder que el titular del bien pudiera negarse a ello por no aceptar la preferencia de otro interés público superior (ej., monte comunal por el que ha de transcurrir una carretera). La voluntad del propietario frustraría la ejecución de la obra pública.

Ello quizá explique el contenido de la STS de 3 de octubre de 1994 al pronunciarse sobre la no necesidad de desafectación de los bienes comunales afirma: 1.º) que la utilidad pública que constituye el fin y fundamento de la expropiación forzosa se sobrepone a la utilidad o interés público que la originó, y 2.º) en los supuestos de expropiación forzosa de los bienes comunales no es necesario un expediente de desafectación, porque la desafectación está implícita en la expropiación y en la consiguiente afectación de los bienes a una utilidad pública. No es necesaria su tramitación porque la calificación jurídica viene alterada por su destino futuro y resulta «implícita». Equivalente excepción al expediente de desafectación se contiene en el art. 81.2 apartado a) de la LRBRL cuando establece que la alteración de la calificación jurídica de los bienes de las entidades locales se produce automáticamente por la aprobación definitiva de los proyectos de obras y servicios. La STS de 24 de enero de 1991 afirma respecto de su posible expropiación:


«Con independencia de la calificación jurídica que merezca el disfrute por los vecinos de los bienes comunales la extinción del mismo producida por expropiación forzosa de tales bienes constituye supuesto expropiatorio amparado bajo la amplia fórmula del art. 1.º.1 de la vigente Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954, en cuanto aquélla se configura como privación singular no tan sólo del derecho de propiedad o de cualesquiera otros derechos reales sobre la cosa expropiada, sino también de los simples “intereses patrimoniales legítimos”, a los que igualmente alude el art. 4.1 de la citada Ley con la fórmula de intereses económicos directos sobre la cosa expropiable, pues la cesación en el referido disfrute no puede por menos de afectar a legítimos intereses derivados de explotaciones agrícolas que constituyen en ocasiones la base de modestas economías familiares, y así, el art. 89 de la repetida Ley comprende en su apartado B), como perjuicio indemnizable en la expropiación que motiva traslado de poblaciones, el de la merma de la superficie aprovechada por extinción o minoración del “derecho de disfrute de terrenos comunales por razón de vecindad”.

Procede, en consecuencia, la apertura del oportuno expediente para que se determine la parte de dicho justiprecio que debe ser abonado a los vecinos, por la diferencia de valor expuesta, entre el justiprecio satisfecho por los terrenos de erial a pastos y el correspondiente a cereal según el cultivo de los que aquéllos venían aprovechando a canon de labor y siembra en el momento de consumarse la expropiación, cuantía que se fijará en el período de ejecución de sentencia».



En la superficie objeto de expropiación podrían aparecer vías rurales. Estas vías, salvo prueba en contrario, se entienden de propiedad municipal. En cuanto a las vías urbanas que desaparecen, se entienden transmitidas de pleno derecho al órgano expropiante y subrogadas por las nuevas que resulten del planeamiento. Ambas cuestiones nos remiten al art. 9.3 LS2008 que armoniza con el art. 92.2 de la LUCYL y con otras Leyes urbanísticas autonómicas.

Todas las Administraciones quedan sujetas a las determinaciones del planeamiento (art. 62 LUCYL), y ello supone que la calificación establecida por el plan implica que determinados bienes de dominio público o patrimoniales queden afectados a un uso o servicio público distinto o sean desafectados por tener un uso lucrativo.

Si el bien demanial pertenece a la Administración municipal, la aprobación del plan implica la desafectación o mutación del destino del bien, cual puede suceder con los caminos rurales o las vías urbanas (art. 92.2 LUCYL en relación con el art. 29.3 LS2008).

El bien puede pertenecer a Administración distinta. En este supuesto no basta la aprobación del plan, sino que debe seguirse el procedimiento previsto en la legislación reguladora del bien correspondiente para la mutación demanial o desafectación. Cabe contemplar dos supuestos:


	
a) Mutación demanial interna: Se produce cuando el bien cambia de destino público, sin modificarse la titularidad del ente administrativo, en cuyo caso basta el acuerdo del órgano competente de la Administración titular del bien. En el caso de que el bien se desafecte, previos los trámites oportunos, el ente titular tendrá derecho al aprovechamiento lucrativo correspondiente como un propietario más. 

	
b) Mutación demanial externa: Se trata de una mutación demanial intersubjetiva. El bien demanial pasa a integrarse en el patrimonio de otro ente distinto del que originariamente era su titular. Ningún problema se plantea si el cambio de titularidad no es imperativo sino convenido (ej., carreteras estatales que adquieren la condición de vías urbanas). En el caso de mutación demanial imperativa ello obliga a atender al interés general más prevalente, sin perjuicio del deber de indemnizar al ente administrativo al que se le priva de la titularidad (STS 14 de noviembre de 1984). 



Finalmente, bueno es recordar dos Sentencias del Tribunal Supremo, la de 17 de febrero de 1995 y la de 3 de octubre de 1994, que entienden no necesaria la previa desafectación por estar ésta implícita en los arts. 10 LEF y 80 LRBRL, a cuyo tenor la naturaleza de los bienes de dominio público se produce por la aprobación definitiva del Plan de Ordenación y de los proyectos de obras y servicios.


«Primera: si el cambio de afectación no implica cambio de titularidad dominical sobre los bienes de dominio público y en consecuencia permanecen la titularidad y la naturaleza del bien deben distinguirse dos supuestos: a) el planeamiento asigna un nuevo destino al uso o servicio público distintos (ej. una calle se convierte en zona verde o un edificio destinado a Colegio de EGB se transforma en Residencia de 3.ª edad). En este caso se produce una auténtica mutación demanial que en el caso de los ayuntamientos va implícita en la aprobación del planeamiento y es consecuencia de la misma o de los proyectos que para su ejecución se aprueben; b) el planeamiento vincula los bienes demaniales a una nueva afectación o destino ajeno al uso o servicio público. El bien antes demanial pasa a integrarse en el patrimonio privado, en este caso es precisa la desafectación, pero lo cierto es que en el caso de los ayuntamientos ésta es consecuencia de la aprobación del planeamiento y de su desarrollo y va implícita en su aprobación.

Segunda: Si el cambio de afectación conlleva cambio de titularidad de los bienes de dominio público hay que distinguir también dos supuestos: a) que el planeamiento otorgue a los bienes una nueva finalidad o destino ajeno al uso o servicio público. El bien tras la aprobación del planeamiento tiene el destino propio de los bienes patrimoniales. En este caso se hace necesaria la desafectación y la consiguiente incorporación al patrimonio o ente beneficiario de la expropiación por obra de la expropiación; b) el planeamiento confiere un nuevo destino vinculado al uso o servicio público distinto al anterior. En este caso no cabe hablar de expropiación de un bien de dominio público, sino que en tales supuestos la doctrina y la jurisprudencia se inclinan por calificar el cambio de titularidad de mutación demanial y no de expropiación (ej. carretera estatal que se convierte en vía pública municipal o la misma carretera que pasa a convertirse en zona verde municipal)».



B) Extensión de la expropiación. En cuanto a los bienes expropiables existe una diferencia sustancial entre las expropiaciones urbanísticas y las demás. De acuerdo con el art. 15 LEF, en las expropiaciones no urbanísticas ésta se limita a los bienes estrictamente necesarios para el fin público de que se trate. En las expropiaciones urbanísticas, la expropiación alcanza además a las zonas laterales de infl uencia, pudiendo incluso consistir en sectores completos señalados por el plan, sin perjuicio de lo que al respecto establezca la legislación autonómica. La expropiación de zonas laterales es en la terminología francesa  (15) , de donde la institución se toma, una expropiación de las plusvalías derivadas de la obra pública. La causa de la expropiación es recuperar las plusvalías que de aquélla dimanan, a fin de evitar el enriquecimiento injusto por parte de propietarios determinados como consecuencia de la colindancia de sus terrenos con las obras. La técnica la incorporó la LEF de 1879 y consistía en expropiar, no sólo las fincas que ocupen las obras públicas, sino las que, en todo o en parte, estuviesen emplazadas dentro de las zonas laterales y paralelas a las vías públicas, no pudiendo exceder de veinte metros el fondo o latitud de las mencionadas zonas (art. 47). Con ello se impide que los incrementos de valor de dichos terrenos sean apropiados por los propietarios colindantes y que puedan formar y vender las parcelas  (16) . Por otra parte, el art. 29.2 de la LS2008 extiende la declaración de utilidad pública y por lo tanto la posibilidad de expropiar a los terrenos precisos para conectar la actuación urbanizadora con las redes generales de servicios cuando ello sea necesario.

A ello hay que añadir que sobre las áreas, polígonos o zonas delimitadas para su expropiación por los planes se prohíben las construcciones y en general las obras, salvo las autorizables en edificios fuera de ordenación o las obras provisionales en algunos casos (véase art. 137 LS76). También para la regularización o formación de manzanas, cuando fuera conveniente, pueden ser expropiadas, a solicitud de los propietarios, las fincas con fachadas o luces directas a los espacios o calles a suprimir.

Es ilustrativa la STS de 30 de diciembre de 1991 cuando afirma:


«La formulación de la expropiación contenida en el art. 33 de nuestra Constitución, presupone que la finalidad de la privación o restricción de la propiedad privada, concretada en la subordinación de tal derecho a las necesidades del interés público o utilidad social, ha de recaer en la fijación de un bien concreto y específico, adecuado para el cumplimiento de tales necesidades públicas o sociales.

Tal fijación no puede quedar sometida al libre arbitrio de la Administración ni a un margen de discrecionalidad exento de control jurisdiccional. El bien elegido para la expropiación ha de ser siempre el que responda a la traducción más exacta y fiel de la finalidad perseguida, que en el supuesto de concurrencia de varias posibles soluciones de similar entidad expropiable, ha de dirimirse la elección por la que represente el menor sacrificio del derecho de propiedad privada.

El propio art. 15 de la Ley de Expropiación Forzosa resume magistralmente lo acabado de exponer cuando ordena que la Administración resolverá sobre la “necesidad concreta” de ocupar los bienes que sean “estrictamente indispensables” para el fin de la expropiación.

Si tal como establece el art. 33.2 de la Constitución, la función social del derecho de propiedad privada, delimita su contenido, y nadie puede ser privado de ella, sino en virtud de tal función, art. 33. 3, y siendo de aquélla un derecho esencial de los ciudadanos, art. 33.1, es claro que la armonización de todos los principios contenidos en tal art. 33 de la CE, exige que el ejercicio de la potestad expropiatoria no pueda tener por objeto la propiedad privada de los ciudadanos, cuando tal función sea susceptible de ser integrada, en paridad de condiciones, a través de bienes cuya titularidad sea ostentada por la entidad pública promotora de la expropiación o beneficiaria de ella y cuya situación jurídica y fáctica, de uso y destino, sea adecuada a los fines perseguidos con la pretendida expropiación».



3.2.2.  Adquisición libre de cargas

Cuando se expropia una cosa, la transmisión se produce en su totalidad, de modo absoluto sin que puedan prevalecer otros derechos sobre la misma. El art. 8 de la LEF determina que la cosa expropiada se adquiere libre de cargas. En el mismo sentido se pronuncia el art. 32 LS2008. La expropiación extingue todas las cargas y derechos anteriores sobre el bien expropiado, que se convierten en un derecho sobre el justo precio, salvo que, como los arrendatarios, se tenga derecho a indemnización independiente. Las distintas Leyes urbanísticas autonómicas reiteran el principio.

La expropiación extingue las cargas que se hubieran constituido con anterioridad a la iniciación del expediente expropiatorio cuya iniciación se produce al dictarse el acuerdo de necesidad de ocupación (art. 21.1 LEF), pero igualmente quedarán extinguidas las constituidas durante la tramitación del expediente.

En definitiva, se extinguen todas las cargas y la cosa se adquiere libre de ellas.


	
1. El usufructo: A tenor del art. 519 del Código Civil, si fuera expropiada la cosa usufructuada, el propietario está obligado, bien a subrogarle en otra de igual valor y análogas condiciones, bien a abonar al usufructuario el interés legal del importe por todo el tiempo que deba durar el usufructo. Si el propietario opta por lo último, deberá afianzar el pago de los réditos. 

	
2. Hipoteca: El art. 1877 del Código Civil extiende la hipoteca al importe de las indemnizaciones concedidas o debidas al propietario en virtud de expropiación por causa de utilidad pública con las declaraciones, ampliaciones y limitaciones establecidas por la Ley, así en el caso de permanecer la finca en poder del que la hipotecó como en el de pasar a manos de un tercero. El art. 110 de la LH previene que se entenderán hipotecados juntamente con la finca, aunque no se mencionen en el contrato, siempre que correspondan al propietario, las indemnizaciones procedentes de la expropiación de los inmuebles por causa de utilidad pública. 



	
3. Arrendamientos: El párrafo 1.º del art. 52 del REF dispone expresamente que la expropiación forzosa produce la extinción de los arrendamientos. De acuerdo con el mismo precepto se produce también la extinción de cualesquiera otros derechos relativos a la posesión y ocupación de los bienes expropiados  (17) . El derecho del arrendatario, en caso de expropiación, se transforma en un derecho a ser indemnizado, conclusión que se desprende de los arts. 44 LEF y 6 y 8 del REF, lo que ha sido reiteradamente reconocido por la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Esta misma jurisprudencia ha reconocido el derecho a ser indemnizado a ocupantes y precaristas sin título dominical ni arrendaticio. En cualquier caso, la indemnización correspondiente se tramita en forma independiente de la correspondiente al bien expropiado y arrendado. Compete fijarla definitivamente al Jurado. 

En conclusión, con excepción de los arrendatarios, el art. 6.2 REF otorga a los titulares de derechos o intereses sobre la cosa expropiada (usufructuarios, titulares de cargas, etc.) un derecho a participar en el importe del justo precio derivado de la expropiación principal. 



	
4. Conservación de las cargas: El art. 8 LEF establece la regla de que la cosa expropiada se adquirirá libre de cargas y al propio tiempo la excepción de la posible conservación. A su vez, el art. 8 REF insiste afirmando que la expropiación extingue todas las cargas y derecho anteriores sobre el bien expropiado. Sólo podrán conservarse los derechos si son compatibles con el nuevo destino que haya de darse a la cosa expropiada. Para que los derechos sobre el inmueble expropiado puedan conservarse han de concurrir dos requisitos: 1.º) que resulten compatibles con el nuevo destino de la cosa (arts. 8 LEF y 9 REF), y 2.º) acuerdo entre el expropiante y el titular del derecho (art. 8 LEF), y si el beneficiario no es el mismo expropiante, el de éste también. El procedimiento a seguir viene regulado en el art. 9.2 REF. La decisión final corresponde a la Administración expropiante: previa audiencia del titular del derecho cuya conservación se propone, del titular del bien expropiado y del beneficiario de la expropiación, la Administración adoptará el acuerdo que proceda. 



3.2.3.  Constitución, modificación y extinción de servidumbres

La expropiación no sólo puede ser utilizada para la adquisición del derecho de propiedad a favor del expropiante o del beneficiario, sino también cuando lo que se pretende es la modificación, constitución o extinción de derechos reales, como, por ejemplo, la imposición de servidumbres (art. 31.3 LS2008).

En este caso parece aplicable la normativa general sobre expropiaciones Es posible constituir servidumbres sobre el dominio cuando para la ejecución de los planes no sea preciso ni proporcionado acudir a la expropiación. El art. 68 LS76 remitía al procedimiento de la LEF la expropiación de servidumbres y exigía la autorización de la Comisión Provincial de Urbanismo. La LS76 constituye Derecho estatal general supletorio. Puede entenderse vigente el art. 68 LS76 en lo que no se oponga a la legislación autonómica respectiva si no la ha derogado expresamente. El requisito de la autorización de la Comisión Provincial de Urbanismo habrá de entenderse referido al órgano autónomo competente previsto. De hecho, la mayoría de las Leyes urbanísticas de las CC.AA. regulan este supuesto y exigen la concurrencia de dos requisitos: 1.º) uno de fondo: que el justiprecio de la servidumbre no supere el 50% del valor del dominio o finca gravada, y 2.º) otro de forma: seguir el procedimiento regulado en la LEF.

3.2.4.  Derechos arrendaticios sobre bienes municipales de propios

El art. 133 del RB permite expropiar estos derechos arrendaticios y cualesquiera otros personales para destinar terrenos y viviendas o locales a alguno de los fines de interés público municipal.

El acuerdo adoptado por el Pleno municipal como culminación del expediente que acredite la necesidad del inmueble en cuestión para destinarlo a los fines previstos legalmente, es título suficiente para poder llevar a cabo la expropiación. Con él se entienden cumplidos la declaración de utilidad pública y necesidad de ocupación para expropiar el derecho. Esta declaración es también suficiente para la LAU para instar del Juez ordinario el desahucio en aquellos casos en que se acuda a la jurisdicción civil. En efecto, supuesta la necesidad de ocupar el bien arrendado el Ayuntamiento puede optar entre acudir a la legislación ordinaria, en cuyo caso será de aplicación la LAU, o a la expropiación del derecho de arrendamiento, pues en realidad se trata de una expropiación.

El fin justificante ha de ser: 1.º) la cesión del inmueble de propiedad municipal y ocupado al Estado, Provincia o CA u otra entidad pública para fines que redunden en pro de la comunidad vecinal; 2.º) la nueva instalación, mejora o ampliación de los servicios, y 3.º) la ejecución de obras municipales.

Es claro que el Ayuntamiento, mientras no se extinga la relación arrendaticia no puede ocupar el bien, y una vez extinguida no ha dejado de ser discutible el que sea el Ayuntamiento quien pueda proceder al desahucio y desalojo (véanse SSTS de 25 de marzo de 1964 y 25 de abril de 1963) o deba acudir a la jurisdicción ordinaria.

El RB admite la posibilidad de ofrecer y facilitar a los desahuciados, sin que proceda la indemnización, viviendas o locales de los que disponga. Hoy, el derecho de realojo en operaciones expropiatorias urbanísticas está prácticamente generalizado.

Respecto de la expropiación del derecho de arrendamiento y su justiprecio la STS de 11 de marzo de 1988 lo considera expropiable y ha de justipreciarse, si existe, al momento de la expropiación, y no si es posterior, ni siquiera en la vía de desahucio administrativo, dice la citada Sentencia.






	 (1) 

	Sólo los entes territoriales y no los institucionales ostentan potestad expropiatoria como regla (STS de 25 de octubre de 1982). También las Comunidades Autónomas si son titulares de competencia en la materia o les han sido transferidas (STC 37/1987, de 26 de marzo, y STS de 6 de febrero de 1985).


	 Ver Texto 




	 (2) 

	El expropiante de la finca, aun después de haber sido aportados los bienes a la Junta de Compensación, sigue siéndolo la Administración actuante, por lo que todas las incidencias relativas a la misma deben entenderse con el expropiante y no con la Junta, según la STSJ de Madrid de 23 de octubre de 1998 (EC 1080/2000).


	 Ver Texto 




	 (3) 

	El llamado Documento de Salamanca es el resultado de un Congreso de expertos urbanistas reunidos en aquella ciudad en el año 1994.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Corresponde al Pleno de la Corporación, como así lo reconoce los arts. 3.4 REF y 23.1.a) LRBRL, precepto este último que atribuye la competencia para la adquisición de bienes y derechos al Municipio (STSJ de Andalucía de 26 de diciembre de 1997).


	 Ver Texto 




	 (5) 

	La posibilidad de desistir de la expropiación y los requisitos y circunstancias concurrentes para ello se analizan en la STS de 8 de junio de 1999, Sala 3.ª, Sec. 6.ª.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	PERA VERDAGUER, F., Expropiación Forzosa (2.ª edición), págs. 45 y ss., Barcelona, 1997.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Sobre la enunciación y desarrollo de los derechos y obligaciones del beneficiario de la expropiación puede consultarse el artículo titulado «La intervención del beneficiario en el procedimiento expropiatorio», ESCUIN PALOP, V. M., publicado en RAP, núm. 100-102.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Está legitimado el sucesor hereditario (STS de 14 de junio de 1977) e igualmente el adquirente inter vivos (STS de 27 de noviembre de 1978).


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos de 3 de enero de 1997. El art. 1.5 exige que sea oída con carácter previo.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Los expedientes han de entenderse con quienes como propietarios figuran en Registros (SSTS de 30 de septiembre de 1990, 12 de marzo de 1980 y 4 de abril de 1987).


	 Ver Texto 




	 (11) 

	La enumeración de supuestos de privación singular tiene carácter enunciativo (STS de 16 de mayo de 1988) y no excluye la posibilidad de otros distintos. Corresponde al propietario y a quien ostente cualquier otro título posesorio, aunque sea de carácter temporal e incluso se trate de precaristas. Todos ellos deben ser citados en el expediente cuando conste su existencia en los Registros y asimismo si lo solicitan acreditando su condición (STS de 20 de enero de 1990).


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Consúltese el libro Los Bienes Comunales, págs. 534 y ss., del que es autor Alejandro NIETO, Editorial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1964.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Pág. 77 de la obra La Expropiación Forzosa, RODRÍGUEZ MORO, N., Editorial El Consultor (2.ª edición), Madrid, 1962.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Ver el estudio de ROSELLÓ VILA, A., «La expropiación de los bienes de dominio público entre Administraciones», en Revista El Consultor, EC 988/1996.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	PARADA VÁZQUEZ en Estudios Homenaje al Profesor García de Enterría, tomo II, págs. 1271 y ss., donde se incluye el trabajo del autor citado titulado «El art. 33.3 de la CE y la crisis de la garantía expropiatoria».


	 Ver Texto 




	 (16) 

	La expropiación sólo alcanza a los bienes estrictamente indispensables para el fin que determina la expropiación (STC 166/1986, de 19 de diciembre, y STS de 16 de abril de 1986). Los bienes expropiables han de determinarse en el Plan Especial y no en el Proyecto, que se limita a recoger a aquél (STS de 19 de febrero de 1987). Consúltese además el tomo II, págs. 1271 y ss., de los Estudios Homenaje al Profesor García de Enterría, Editorial Civitas, 1991, donde se incluye el Estudio del Profesor PARADA VÁZQUEZ titulado «El art. 33.3 de la constitución y la crisis de la garantía expropiatoria».


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Véase el art. 121 del Reglamento de Bienes estatal.


	 Ver Texto 








Actuaciones aisladas y actuaciones integradas  



 (1) 

Ha sido tradicional en nuestra cultura y jerga urbanística la distinción entre actuaciones asistemáticas y sistemáticas. Es la Ley 6/1994, urbanística de Valencia, la que primero incorpora la distinción entre actuaciones aisladas e integradas, terminología que sigue también la TRLOTAU y por supuesto la LUV valenciana hoy en vigor.

En toda actuación integrada o sistemática es requisito o presupuesto previo: 1.º) la aprobación del planeamiento detallado de desarrollo, cuya función asumen, en suelo urbano consolidado el PGOU (art. 47 LUCYL), que puede modificar el Estudio de Detalle [art. 45.1.a)], en suelo urbano no consolidado el Estudio de Detalle, que puede modificar o completar la que pudiera haberse establecido en el PGOU y en suelo urbanizable el Plan Parcial; 2.º) la delimitación en estos instrumentos de Unidades de actuación (art. 72.3). Será el Proyecto de Actuación el que elija el sistema entre los enunciado en el art. 74 LUCYL. En lo que a nosotros interesa la elección de la expropiación, como sistema, no es libre y discrecional, sino que ha de fundamentarse en alguna de las causas enunciadas en el art. 89 LUCYL. Ello revela una preferencia por los sistemas privados y la subsidiariedad de la expropiación como sistema de ejecución de Unidades de actuación; y 3.º) existencia de crédito presupuestario suficiente. La STS de 22 de enero de 1996 (EC 879/1997) determina que incurre en nulidad de pleno derecho el acuerdo de necesidad de ocupación de los bienes a expropiar sin tener previamente aprobado crédito presupuestario para atender al pago del justiprecio. Es ilustrativa a este respecto la STS de 22 de enero de 1996. Dice textualmente el FJ 4.º:

«El recurso contencioso-administrativo promovido por C.V.C. solicita que se declare la nulidad del expediente administrativo por la omisión de requisitos imprescindibles que implican la existencia de vicios que determinan tal nulidad. Entre las causas de nulidad se encuentra la de que los acuerdos administrativos relativos a la expropiación objeto del litigio se adoptaron por el Ayuntamiento de L A careciendo de crédito presupuestario para la finalidad específica de adquirir la finca que había de expropiarse, con cita del art. 435.2 TRRL, artículo que ha sido sustituido por el 154.5 de la LRHL, de contenido equivalente a aquél. Según este precepto no podrán adquirirse compromiso de gastos por cuantía superior al importe de los créditos autorizados en los estados de gastos (del respectivo Presupuesto), siendo nulos de pleno derecho los acuerdos resoluciones y actos administrativos que infrinjan la expresada norma. El Ayuntamiento no responde a la alegación de la parte recurrente, poniendo de manifiesto la existencia de crédito presupuestario debidamente aprobado en el Presupuesto municipal para la adquisición de la finca que pretende expropiar, habiendo declarado la necesidad de su ocupación, limitándose a manifestar que las obras de ampliación del Colegio Giner de los Ríos se encuentra incluido en el correspondiente Plan de Obras, lo que no supone que existiese, cuando se aprobó por el Ayuntamiento la necesidad de ocupación de los terrenos sobre los que habían de ejecutarse las referidas obras, crédito presupuestario debidamente aprobado para la adquisición de la finca que se pretendía expropiar, no tampoco del expediente administrativo resulta la existencia del aludido crédito presupuestario. El acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de La [...] decidió aprobar la relación detallada de inmuebles a ocupar necesariamente para la ejecución de la obra y la valoración inicial de los mismos, ocupación que había de hacerse por la vía de urgencia, solicitada primero por la corporación municipal y acordada después por Resolución del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de 19 de septiembre de 1989. Cuando se ha de proceder a la ocupación de unos bienes expropiados por la vía de urgencia, el acuerdo municipal de necesidad de ocupación de dichos bienes, que procede a relacionarlos, implica que el Ayuntamiento adquiere el compromiso de pagar el justiprecio de la finca que pretende expropiar, y si dicho compromiso se adopta sin tener previamente aprobado crédito presupuestario para atender al pago, incurre en nulidad de pleno derecho, apreciable en cualquier momento [...]».


A las actuaciones aisladas y sus modalidades se refieren los arts. 65.4 y 69 y ss. LUCYL. De ellas nos interesan las llamadas actuaciones aisladas o asistemáticas, no edificatorias, en las que opera la institución de la expropiación urbanística para su ejecución o para hacer realizable el cumplimiento de la legalidad, y, entre ellas, por una parte, las expropiaciones por incumplimiento de la función social de la propiedad ligadas al incumplimiento de los deberes impuestos por la legislación urbanística (parcelación ilegal, incumplimiento de plazos para urbanizar y edificar) y en general el incumplimiento de los deberes que, conforme a la LUCYL, determinan el nacimiento y justificación de una causa expropiandi que son numerosos y que en realidad siguen la línea tradicional contenida en el TRLS92; por otra parte, las actuaciones aisladas expropiatorias por causa de utilidad pública relacionadas con la ejecución de los sistemas generales y de las dotaciones locales, con la imposición de servidumbres y con la obtención de terrenos con destino al PMS (art. 65.4 LUCYL).





	 (1) 

	Tomamos como modelo y paradigma la LUCYL, pero es obvio que en esta materia será la Ley aplicable en cada Comunidad Autónoma la que determine para cada clase de suelo el planeamiento final de desarrollo. La LUCYL es ciertamente original por la función que asigna a los Estudios de Detalle.
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Formas de gestión de la expropiación 



5.1.  Consideraciones generales

La ejecución del plan por el sistema de expropiación supone la asunción del protagonismo exclusivo por la Administración actuante y la eliminación de los particulares, bien por la gestión directa por ella misma, bien por cualquiera de las formas de gestión previstas en la legislación de régimen local (art. 114.2 LS76), en la legislación contractual o en la de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas. Sobre ellos deberá consultarse siempre la legislación autonómica respectiva.

Cuando se habla de formas de gestión se suele utilizar la alocución en un doble sentido: a) como sistema de actuación, y b) como forma de gestión de la actividad sobre terreno público o como servicio público que es en realidad. El criterio de distinción en cuanto a estas últimas gira en torno a la asunción del riesgo que toda gestión comporta.

La expropiación como sistema va vinculada como norma a la gestión directa. En consecuencia podrá gestionarse por los órganos de la propia Administración actuante en forma indiferenciada o con órgano especial (ej., Gerencia urbanística) mediante ente personificado público (organismo autónomo o Patronato) o con personalidad privada (sociedad mercantil de capital íntegra o mayoritariamente público). Es posible también la gestión bien a través de la delegación intersubjetiva o entre entes públicos o bien por consorcios urbanísticos (véase art. 33 LS2008).

Dentro de las formas indirectas puede utilizarse la Concesión (art. 114.2 LS76) otorgable mediante concurso público, concesión que, a juicio de Tomás RAMÓN FERNÁNDEZ, es una típica concesión de obra, aunque ni la legislación urbanística, ni el RGU así la configuren expresamente, puesto que su objeto es la realización de una serie de obras públicas por el concesionario  (1) . De ella, según la Ley 9/2001 de la CAM, pueden ser beneficiarios y adjudicatarios, no sólo el urbanizador, sino los propietarios de la Unidad de ejecución constituidos en entidad urbanística colaboradora.

Las forma de gestión indirecta en el campo urbanístico, en el que ningún sentido tienen el arrendamiento y el concierto, se circunscriben a la concesión y a la sociedad mixta de capital público minoritariamente municipal.

Finalmente, también cabe instrumentar la expropiación a través de la Encomienda de Gestión (art. 33 LS2008). El órgano encomendado asume sólo funciones materiales y de gestión, pero los acuerdos deberán ser adoptados por la Administración expropiante. Encomienda que puede atribuirse también a mancomunidades urbanísticas, Gerencias y sociedades urbanísticas públicas municipales.

Al margen de la expropiación como sistema, ésta cumple otras muchas funciones (obtención de terrenos con destino a sistemas generales y dotaciones, para la construcción de VPO, etc.). Lo normal será utilizar las formas de gestión directa.

5.2.  La gestión en la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid

Dentro de los sistemas de ejecución del planeamiento el art. 101 enuncia el de expropiación. Es la adecuada ponderación de las circunstancias concurrentes en la Unidad y los objetivos a alcanzar, las necesidades colectivas que la Administración deba satisfacer, los medios económicos disponibles y la capacidad de gestión los que deben determinar la elección de uno u otro sistema de los cuatro citados en el precepto.

La resolución de la Administración actuante por la que elige el sistema de expropiación deberá a su vez determinar la forma de gestión de la Unidad. Puede adoptarse como tal la gestión directa y la indiferenciada (art. 118). Como modalidades de la gestión directa puede atribuir ésta a una entidad de Derecho público (organismo autónomo, patronato, sociedad de capital íntegra o mayoritariamente pública, etc.) Puede la Administración actuante encomendar la gestión mediante convenio a otra Administración o entidad pública de ella dependiente. Como modalidad de la gestión indirecta puede utilizarse la concesión otorgable: a) a los propietarios de la Unidad agrupados en entidad urbanística colaboradora de urbanización que goza de un derecho preferente de adjudicación en el supuesto de igualar la oferta más ventajosa, y b) a un concesionario que asumirá la condición de urbanizador y que puede incorporar a la gestión a los propietarios del suelo, previa resolución de la administración de liberar la expropiación de sus terrenos.

La Administración actuante o la entidad gestora y el concesionario, en su caso, deben ejecutar la urbanización una vez finalizada la expropiación. No obstante, previamente, aquélla o estos últimos deberán elaborar y presentar el proyecto de reparcelación y adjudicación de parcelas resultantes, cuyo contenido será el propio de estos instrumentos de gestión. Su tramitación y aprobación se someterán a las reglas establecidas para los proyectos de parcelación en caso de urbanizador único, y para los de reparcelación o compensación en los demás casos.

Finalizada la expropiación y aprobado definitivamente el proyecto de reparcelación las parcelas pueden ser cedidas o enajenadas siempre que los adquirentes se subroguen en las obligaciones del transmitente en cuanto a plazos, condiciones, etc., de urbanización.

La ejecución de la urbanización corresponde al Ayuntamiento, a la entidad que tenga asumida la gestión del sistema o al urbanizador, en su caso, que deberán ejecutarla en los plazos previstos en el planeamiento. Una vez concluida deberán ponerse a disposición del Municipio, libres de cargas y gravámenes los terrenos de cesión obligatoria y gratuita.

5.3.  La TRLOTAU de Castilla-La Mancha

Dedica sin duda una gran atención a las formas de gestión de la actividad urbanística de ejecución. Los Municipios podrán utilizar la gestión directa y dentro de ella todas las modalidades previstas en la LCSP y en la LRJPA configurando como tales los organismos autónomos y las sociedades de capital íntegramente público o mixto, ya sea finalista, ya de duración temporal o indefinida. Dentro de la gestión directa diferencia la llamada gestión cooperativa que puede articularse a través de los consorcios (art. 107) o a través de la delegación intersubjetiva de la que pueden ser beneficiarios otras Administraciones, sus organismos autónomos y los consorcios a quienes serán imputables los actos que dicten, salvo lo referente a la responsabilidad patrimonial dimanante de la gestión (art. 108).

La gestión indirecta se articula a través de la figura e institución del urbanizador a quien previa licitación se le encomienda la ejecución del programa de actuación urbanizadora que actúa como agente gestor del mismo Es posible también la gestión directa del programa, opción que puede utilizar el Ayuntamiento. En ella el Ayuntamiento, en base a las características de la Unidad y a las exigencias de interés público, podrá actuar por reparcelación o por expropiación. Ésta no constituye un sistema, sino simplemente un instrumento para la ejecución de la Unidad. La Administración puede optar por el pago en metálico.

Cuando la gestión del programa sea indirecta a través del Urbanizador también la expropiación es un instrumento. En efecto, los propietarios que expresamente declinen cooperar con el urbanizador podrán instar le sean expropiados los terrenos. De la expropiación es beneficiario el urbanizador. La expropiación y el pago se harán en función del valor del suelo no contabilizándose el aprovechamiento urbanístico patrimonializable derivado de la ejecución del planeamiento. El acuerdo aprobatorio del programa determina la iniciación del expediente de justiprecio [art. 118.b).2)].





	 (1) 

	Manual de Derecho urbanístico (21.ª ed.), Tomás Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, El Consultor, Madrid, 2008.
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